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Resol. Serie “B” N° 131
En la Ciudad de Santiago del Estero, a los veintiseis días del mes de septiembre de dos mil diecinueve, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, integrada por el Dr. Gustavo Adolfo Herrera, como Presidente, y los Dres. Eduardo Federico Lopez Alzogaray y Eduardo José Ramón Llugdar, como Vocales y, a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, con el Dr. Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, asistidos por el Secretario Judicial Autorizante, Dr. Mario José Medina, a los efectos de resolver el recurso interpuesto contra la resolución de fs. 231/242 del Expte. Nº 19.033 – Año 2018 – Autos: “Diaz Manuel Oscar c/ Sindicato de Trabajadores de Obras s/ Diferencia de Haberes, etc. - Casación Laboral”. Establecido el orden de pase a estudio, resultó designado para hacerlo en primer término el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, y en segundo y tercer lugar, los Dres. Gustavo Adolfo Herrera y Carlos Pedro M. A. Lugones Aignasse, respectivamente; y a los efectos del art. 188 de la Constitución Provincial, el Dr. Eduardo José Ramón Llugdar. 

El  Sr. Vocal, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, dijo:



Y Vistos:



Para resolver el recurso de casación deducido a ff 243/252 vta. por los apoderados del actor, contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones del Trabajo y Minas de Segunda Nominación, de fecha 06 abril de dos mil diecisiete, cuya copia certificada obra a ff. 231/242.----



Y Considerando: 



I) Que el recurrente viene por esta vía a cuestionar la decisión del Tribunal a-quo en cuanto rechazó el reclamo del rubro indemnización art. 2, Ley 25323 y confirmó la improcedencia de los rubros indemnización por antigüedad, preaviso, SAC 1º sem/2010 proporcional e indemnización por enfermedad profesional (daño material, incapacidad permanente y parcial, pérdida de chance y daño moral).----------------------------------



II) Que en lo que interesa para resolver la cuestión planteada, cabe tener presente que el actor inició acción laboral contra quien había sido su empleador, basado en una relación laboral que desarrolló sin ser registrada y que finalizó por su despido, habiéndose celebrado un acuerdo conciliatorio al momento de la extinción, el que cuestiona en cuanto afectaba derechos irrenunciables. Reclamó el pago de diferencias salariales, Vacaciones 2009 y prop. 2010, SAC diferencia 2ºSem/09 y 1º Sem./2010 prop., indemnización por antigüedad, falta de preaviso, así como de los agravantes previstos en los arts. 1 y 2 de la Ley 25323. indemnización art. 45 Ley 25345. Además, pretendió el pago de indemnización por incapacidad derivada de una enfermedad a la que calificó de profesional, con fundamento en las normas del derecho civil.---------------



La sentencia de primera instancia (ff. 191/200), desestimó los planteos impugnatorios del acuerdo llevado a cabo en sede administrativa, en consecuencia rechazó las diferencias salariales e indemnizatorias por despido y resolvió hacer lugar solo al rubro indemnización del art. 45, Ley 25345. También rechazó el reclamo indemnizatorio por enfermedad profesional en razón de considerar que no se había comprobado que las tareas descriptas en la demanda revestían entidad para provocar la dolencia laboral del trabajador.-----------------------------------



Apelada la sentencia por el apoderado del actor, el Tribunal de Apelación confirmó el rechazo de las impugnaciones al acuerdo, como así también la improcedencia de los rubros Vacaciones prop. 2010, SAC 1º Sem./2010 prop., indemnización por antigüedad, falta de preaviso. Sin embargo, consideró que en el acuerdo no se incluyeron diferencias de haberes, diferencia SAC 2º sem/2009, vacaciones 2009, y al no hallarse acreditado su pago, dispuso hacer lugar a los mismos. Además, consideró que tampoco se hallaban incluidos en el acuerdo los agravantes indemnizatorios previstos en los arts. 1º y 2º,  Ley 25323, y admitió el regulado en la primera de las normas citadas, por tratarse de una relación de trabajo sin registrar, pero rechazó el contemplado en el art. 2 de la misma ley, dando como razón que las indemnizaciones previstas en los arts. 232, 233 y 245 LCT habían sido abonados conforme acuerdo. Por otra parte confirmó el rechazo de la pretensión indemnizatoria por enfermedad profesional, coincidiendo con la instancia anterior sobre la falta de demostración de los presupuestos de responsabilidad.------------------------------------------



III) Lo así decidido por el Tribunal de Alzada agravió a la actora, dando lugar a la deducción del recurso a estudio, con fundamento en que la sentencia impugnada había incurrido en quebrantamiento de formas, violación de la ley y errónea aplicación del derecho, así como que también se trataba de una sentencia arbitraria.-- 



a) Con respecto al rechazo de las diferencias salariales e indemnizatorias, sostuvo que el fallo venido en recurso aplicó erróneamente el principio de irrenunciabilidad, el protectorio y la regla in dubio pro operario. ------------------------------------------------



Puntualmente resaltó que el tribunal A-quo, tras señalar que la suma abonada en el acuerdo no era el total que le correspondía al actor conforme los rubros allí consignados, ha concluido que el referido importe representaba una justa composición de intereses de las partes.---------------------------------------------------



Con respecto a ello alegó que, dicha decisión afecta el principio de irrenunciabilidad emergente de normas imperativas y que se sostiene en argumentos débiles, en tanto el trabajador no percibió de manera íntegra y completa los rubros objeto del acuerdo. Que el pago por un monto inferior al que correspondía se proyecta sobre mínimos inderogables. ------------------------------



Manifestó que, para hacer lugar a los demás rubros demandados, acudió al principio de irrenunciabilidad pero que, de manera incongruente e incoherente, arribó a la decisión contraria respecto de los que habían sido materia del convenio, lo cual -adujo- representa una decisión arbitraria. ----------------------



Agregó que, la decisión de la autoridad administrativa, validada por el Tribunal a-quo, es carente de sustento fáctico y legal, y que el trabajador al suscribir el acuerdo no tuvo patrocinio letrado ni asesoramiento del organismo administrativo. --------------



Apoyó su crítica en doctrina y jurisprudencia atinente al tema.-----------------------------------------



Asimismo, expuso que el Tribunal de alzada al rechazar los rubros falta de preaviso e indemnización por antigüedad, vulnerando el principio de irrenunciabilidad, hizo caer su accesoria, la indemnización del art. 2, Ley 25323, cuando también debió reconocerla, como consecuencia de la procedencia de los rubros antes mencionados.--------



b) En cuanto al rechazo a la reparación de la enfermedad profesional, el recurrente sostuvo que se ha incurrido en omisión grave en la apreciación de la prueba y en la falta de aplicación de la doctrina de la carga dinámica de la prueba, además de no haberse considerado el incumplimiento de los exámenes médicos obligatorios, como tampoco se ha aplicado la teoría de la indiferencia de la concausa. ------------------------------------------------



Manifestó que la jueza de primera instancia, había determinado que la falta de puntualización de un  hecho particular como dañoso, y que en forma genérica se había aludido a las tareas del actor, estimando que estas no denotaban alta exigencia física en condiciones inseguras, ni que por su repetición pudieran ser agentes de riesgo.  Que el Tribunal de alzada ratificó la decisión, considerando, a su vez correcto el análisis de la prueba pericial y testimonial.-------------------------



Alegó, que contrario a ello, en la demanda se había denunciado que el Sr. Diaz padecía una enfermedad profesional en los términos del art. 6 apartado 2 a), en cuanto sufre una dolencia (hernia de disco lumbar intervertebral) que posee relación de causalidad con las labores normales desempeñadas durante el vínculo de trabajo, e indicó como tales la limpieza de predio en situaciones de carga de elementos pesados: muebles, instrumentos deportivos, troncos, escombros. Agrega que el daño se encuentra documentado.----------------------------



Manifestó que el daño debió imputarse al empleador ante su incumplimiento al deber de indemnidad, previsión y de seguridad (obligación de resultado) y reputó al razonamiento de las instancias anteriores como parcial, en cuanto no se aplicaron institutos fundamentales.--------------------------------------------



Así alegó que no ha atendidó al incumplimiento de exámenes pre ocupacionales, ni que la patronal no dio cobertura de riesgo de trabajo, como tampoco que no otorgó elementos de trabajo en cumplimiento de su obligación de prevención y seguridad. En este marco, adujo que es insostenible la determinación de que la dolencia no fuera sufrida en el trabajo. -----------------------------------



Por otra parte, esgrimió que se ha omitido considerar el principio de la indiferencia de la concausa que rige en las acciones fundadas en el Código Civil, como en la ley 24557, y operaba en el caso, en cuanto el empleador había colocado a su dependiente en contacto con la actividad capaz de despertar o activar su dolencia, y había mediado el incumplimiento de exámenes médicos, los que habrían podido dar lugar a dictámenes que evitaran el desenlace en la dimensión actual.-------------------------



Expuso que el Tribunal puso al trabajador la carga de efectuar una prueba diabólica y no aplicó el instituto de la carga dinámica de la prueba, reconocido en el art. 132 del CPL, el que tenía lugar, al existir varias obligaciones legales incumplidas, tal como el deber de seguridad e higiene, el de registración y la omisión de los exámenes médicos. ------------------------------------



Respecto a las pruebas, afirmó que la dolencia del actor ha sido acreditada por la pericial médica y que, si bien en ella se ha consignado que es de origen degenerativa, no postraúmatica, no se hizo alusión alguna a los exámenes médicos obligatorios.  Ante ello, entendió que el Tribunal debió estimar que sólo se permitía la preexistencia de la afectación, cuando sea demostrada y certificada con dichos exámenes. En cuanto a la testimonial, refiere que no ha resultado relevante para dilucidar el caso en relación al cumplimiento de la obligación de no dañar y de seguridad.--------------------



Reiteró los agravios concernientes a la responsabilidad civil y sostuvo que sus presupuestos fueron acreditados en su totalidad, sin que ello fuera analizado en ninguna de las instancias.-------------------



IV) A ff. 264/265 el apoderado de la demandada contesta el recurso y por los fundamentos que allí expone solicita se rechace la casación en todas sus partes.------



V) A ff. 270/272 el Sr. Fiscal General se pronuncia por el rechazo del recurso. Entiende que, si bien el recurrente aduce la inobservancia de normas y principios laborales, en los agravios subyace una recreación de lo ya manifestado en su apelación relativo a la disconformidad en cuestiones de valoración de prueba.-- 



Observa que lo que pretende en definitiva es que se revisen las pruebas en que se basó el Tribunal para determinar la validez del acuerdo celebrado por las partes, el rechazo de determinados items laborales y la falta de material probatorio eficiente para acreditar enfermedad profesional y responsabilidad civil de la patronal, es decir cuestiones de orden fáctico que no habilitan la presente vía recursiva. ---------------------



Sin perjuicio de ello advierte que el Tribunal ponderó con buen criterio que no surgen piezas o rastros que permitan inferir que el acuerdo conciliatorio fuera efectuado al margen de principios de derechos laborales.  En igual sentido considera la decisión por el cual el A quo descarta la enfermedad profesional del actor y la responsabilidad civil de la patronal, pues de la valoración del material probatorio estima que se desprende una patología de origen degenerativo, que tiene preeminencia, y no se comprueba el tipo de dolencia, su lugar y causación laboral. -------------------------------



VI) Atento a lo dispuesto por el Código Procesal Laboral, corresponde en este estadío procesal expedirse en primer término sobre la admisibilidad formal de la casación bajo estudio (Art. 193, Ley 7049).---------------



En dicha tarea, se advierte de las constancias de la causa, que el recurso traído a estudio, ha sido impetrado en el plazo fijado a tal fin (notificación personal de f. 242 vta.), contra una sentencia definitiva emanada de la Cámara de Apelaciones conforme lo dispuesto por los Arts. 181 y 183 de la Ley 7049, y mediante escrito fundado de acuerdo a los recaudos impuestos por el art. 186 del Código Procesal Laboral.-------------------------



Asimismo, siendo el trabajador quien deduce el recurso casatorio no corresponde se efectúe el depósito previo, conforme lo establecido por el Art. 189 de la Ley 7049. En consecuencia, superado el examen de admisibilidad formal, corresponde ingresar al estudio del recurso planteado. -----------------------------------------------



VII) En esta tarea resulta conveniente tener en perspectiva que resulta esencial  que el recurrente cumpla con una cabal demostración de que se ha incurrido en violación de la ley o su falsa o errónea aplicación, o que éste invoque o demuestre absurdo o arbitrariedad en el fallo impugnado; de manera de suministrar con ello, fundamentos que estén referidos directa y concretamente a los conceptos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta la sentencia, especialmente teniendo en cuenta que estamos frente a una vía extraordinaria y por ende limitada y restringida como es la casación.----------



Que la instancia casatoria tiene un ámbito restrictivo en cuanto a la posibilidad de revisión de pronunciamientos de mérito, ya que las cuestiones relativas a hechos y a la prueba, escapan al control de la vía recursiva intentada por ser cuestiones privativas de los jueces de la causa, salvo que se invoque y demuestre perspícuamente absurdo o arbitrariedad. “Que, una de las características propias del recurso sub-examen y que la diferencia de otros medios de impugnación, es que la casación solo tiene viabilidad en el caso de que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley (conf. Juan Carlos Hitters, en "Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación", 2da. edición, Ed. Librería Editora Platense SRL, p. 213).-------------------



El carácter extraordinario de la vía casatoria y el criterio restrictivo con el que este Alto Cuerpo como tribunal del recurso revisa los pronunciamientos de mérito de los tribunales inferiores, se acentúa más aun a la luz de la nueva organización del fuero laboral dispuesta por la ley 7.049, la que implementara el sistema de la doble instancia, mediante la creación de las Cámaras de Apelaciones con competencia para entender en los recursos ordinarios de apelación que posibilitan la revisión amplia de las sentencias de primera instancia en lo que hace a aspectos fácticos del decisorio.--------------------------



VIII) Rubros Indemnizacion por Despido, Preaviso, Sac 1º Sem. proporcional/2010, Vacaciones Proporcionales 2010.--------------------------------------

Acuerdo Conciliatorio Administrativo.



En el marco antes delineado, el planteo del recurrente merece ser analizado, toda vez que sostiene puntualmente argumentos directamente vinculados con la irrenunciabilidad, pilar sobre el que se sostiene el principio protectorio del derecho laboral y hace efectiva la cláusula 14 bis de la Constitución Nacional que erige al trabajador como sujeto de preferente tutela.–----------



En el tratamiento de esta cuestión cabe tener en perspectiva que el actor reclamó diferencias salariales e indemnizatorias, pretensión motivada, entre otras razones, por el cuestionamiento al acuerdo celebrado en sede administrativa - homologado por la respectiva autoridad (ff. 67 y 70), en cual, se adujo, no se habían respetado los derechos irrenunciables del trabajador, abonándose un monto caprichoso que en nada se ajustaba con lo que debería haber percibido. ---------------------------------



La jueza de primera instancia fundamentó la desestimación de los planteos impugnatorios del acuerdo, en la ausencia de reclamo en dicha instancia extrajudicial sobre la existencia de vicios en la voluntad, abuso del derecho o lesión subjetiva, lo cual entendió corroborado con la respectiva homologación y con la consecuente extracción del monto depositado. Luego el tribunal A quo, al confirmar esa determinación, expuso que, si bien la suma acordada y abonada era inferior al que correspondía según escala salarial vigente, no podía considerarse que no revistiera el carácter de justa compensación de derechos e intereses de las partes y agregó además que no se había acreditado la existencia de vicios en la voluntad.-------------------------------------------------



Pues bien, en este contexto el actor cuestiona aspectos determinantes en las motivaciones de la decisión del Tribunal a quo para confirmar la sentencia de primera instancia, aspectos que no pueden ser calificados de meras posturas personales respecto de las circunstancias que  la motivaron, en tanto señala que -entre otros- los fundamentos antes referidos, por los que  concluyó sin más (sin analizar además el contexto fáctico en que se celebró el acuerdo), que la conciliación había representado una justa composición de intereses para las partes, representan a su entender, violación al principio de irrenunciabilidad, a normas de orden público laboral y mínimos inderogables.-------------------------------------



Siendo éste el planteo central que merece ser estudiado en miras a verificar si le asiste razón en solicitar la invalidez del acuerdo a fin de la procedencia de los rubros cuyo rechazo objeta, resulta pertinente recordar que respecto a los convenios celebrados en sede administrativa este Alto Cuerpo viene sosteniendo que la intangibilidad de la homologación administrativa, no puede ser tal, pues como acto de tal índole es revisable en esfera judicial, por cuanto juegan en este sentido principios de orden superior que comprenden el orden público laboral, como ser la irrenunciabilidad de derechos -arts. 12 y 58 LCT- y el pago insuficiente -art. 260 LCT-. La Administración, como órgano del Poder, está sometida a la Constitución y a todo el ordenamiento jurídico. La competencia atribuida por el art. 15 de la L.C.T. a la autoridad administrativa del trabajo para homologar acuerdos transaccionales, conciliatorios o liberatorios debe ser compatibilizada con el derecho de quien se considere afectado por la decisión adoptada por esa autoridad para plantear judicialmente la invalidez del acto homologatorio por la vía procesal pertinente, con amplitud de debate y prueba, en homenaje a las garantías constitucionales de acceso a la jurisdicción y del debido proceso adjetivo. La esfera de discrecionalidad de los entes administrativos no implica en absoluto que éstos tengan un ámbito de actuación desvinculado del orden jurídico o que aquélla no resulte fiscalizable, por otra parte el control jurisdiccional sobre tal discrecionalidad se limita a corregir una actuación administrativa ilógica o arbitraria, sin implicar que el juzgador sustituya a la administración en su facultad de decidir, ya que dicha competencia jurisdiccional es revisora, no sustitutiva. Por lo tanto, la autoridad judicial tiene poder de revisión de los actos administrativos, base del sistema tripartito de poder, que permite que uno pueda controlar las motivaciones del otro, dentro del marco de prudencia, razonabilidad y ajuste a la realidad de los hechos (conforme “Salto Luciana Beatriz y Otras c/ Hogar Geriátrico Vida y/u Otros s/ Diferencia de Sueldos, etc. - Casación Laboral” - Resol. Serie “B” Nº 235 del 10/8/2009).-----------------------------------------------



Y en este marco de revisión, en el cual la irrenunciabilidad y la indisponibilidad de derechos se presenta como principios rectores, cabe tener presente que su operatividad se conjuga con la posibilidad que brinda el art. 15, LCT de celebrar acuerdos conciliatorios o transaccionales, en que las partes se hacen concesiones recíprocas a efectos de poner fin al conflicto. Ello en tanto el art. 12, LCT proyecta sus efectos sobre los derechos o beneficios -devengados y futuros- que no estén en discusión. En cambio, la litigiosidad es la condición para que los derechos puedan ser objeto de acuerdo transaccional. -------------------------------------------



En efecto los derechos y beneficios devengados y no discutidos no pueden ser objeto de renuncia, ni negociación alguna. Y en este sentido se ha señalado que el art. 15, LCT exige dos requisitos para validar los acuerdos transaccionales, como formas de renuncias recíprocas. El primero que el objeto de conciliación o transacción debe ser un derecho litigioso, discutido o dudoso, respecto del trabajador. Cuando no media duda sobre la existencia del derecho que se quiere transar, la autoridad no debe homologar, por cuanto estaría violando la irrenunciabilidad. El segundo es que, amén de la litigiosidad, el acuerdo resulte, una justa composición de derechos e intereses de las dos partes (Ojeda Raúl Horacio, Ley de Contrato de Trabajo, comentada, y concordada, Ed. Rubinzal Culzoni, 2011 pag. 179).---------



Y, si bien respecto al último recaudo la norma ha dado un amplio margen a la autoridad que interviniere para decidir fundadamente si el acuerdo luce o aparenta ser justo, en lo que debe ser rigurosa es en verificar que no recaiga sobre rubros devengados y que están fuera de discusión pues éstos, como se señaló, no son transables y por lo tanto no puede mediar renuncia al respecto.--------



En ese contexto, se ha dicho además que, “el artículo 260 de la LCT dispone que los pagos insuficientes serán considerados como efectuados a cuenta de la suma que legalmente corresponde y que el trabajador, aun cuando los perciba sin reserva, conservará el derecho a reclamar la diferencia durante todo el plazo de prescripción”. “El principio protector del Derecho del Trabajo se refleja en el principio de la irrenunciabilidad de los derechos, con el que se quiere evitar las renuncias hechas por el trabajador en su propio perjuicio, presumiblemente forzado a ello por la situación preeminente que ocupa el empleador en la vida social. Es Derecho imperativo (cogens) cuando el orden jurídico no confiere al sujeto de derecho la facultad de reglamentar libremente sus relaciones jurídicas, sino que determina su conducta de modo absoluto, soberano, incondicional. Es Derecho dispositivo (jus dispositivium) cuando el propio orden jurídico delega a los sujetos el poder de formular su propia norma de conducta, condicionando la obligatoriedad de la norma legal al no uso de esa facultad. Las normas del Derecho del Trabajo son predominantemente imperativas, las dispositivas admiten la renunciabilidad, siempre que no implique alterar una norma imperativa. Entiende Fernández Madrid que la regla de la irrenunciabilidad de los derechos aparece como el aspecto más relevante del principio protectorio e impide tanto la renuncia anticipada de derechos como la renuncia de derechos ya obtenidos, sea que provengan de la ley, del convenio colectivo o del contrato individual” (cfr. RUBIO, Valentín y colab., art. 12. “Régimen Legal del Contrato de Trabajo, Ley 20.744”, Colección de leyes anotadas, 1ª edic., Edit. Rubinzal-Culzoni)” (fallo cit.).--------------------------



Dentro de ese cuadro referencial cabe considerar, que el Tribunal a quo, se ha distanciado de los resuelto por la jueza de primera instancia, y ha distinguido  los rubros reclamados en autos e incluidos en dicho acuerdo. Y es así que decidió la procedencia de las diferencias salariales, sac 2º sem/2009 y vacaciones 2009, con fundamento en el principio de irrenunciabilidad y en la falta de acreditación de su pago íntegro. Pero contrariamente, ha confirmado el rechazo de vacaciones proporcionales 2010, aguinaldo 1º sem/2010 proporcional, falta de preaviso, e indemnización por antigüedad, en razón del acuerdo celebrado en sede administrativa, aún cuando respecto a ellos también operaba el art. 12, LCT.--



En este sentido, no ha debido soslayare que ni la existencia, ni la cuantificación de dichos rubros, pudo estimarse dudosa, conforme las posiciones que asumieron las partes. Y ello desde que, en ninguna instancia se ha desconocido la existencia de relación de trabajo, ni del despido sin causa. De esta plataforma fáctica surge cierto el devengamiento del derecho al pago de los rubros indemnizatorios mencionados (por despido y preaviso, art. 245 y 232, LCT), como así a los salariales (sac y vacaciones proporcionales (art. 123 y 156 LCT). Por otra parte el valor de la remuneración en base a la cual se han de calcular es conceptos, es el que se haya fijado en la escala salarial del CCT aplicable, que no puede ser objeto de renuncia. Tampoco fue argüido pagos previos de dichos rubros. No se deja de observar que la fecha de ingreso -pauta que incide en la cuantificación de indemnización por despido- ha sido controvertida por la actora en instancia judicial, denunciando un tiempo mayor del que surgía según la fecha consignada en el acuerdo -pretensión que en definitiva ha sido desestimada-. Sin embargo, la fijada en el acuerdo, marcaba la pauta mínima de tiempo de antigüedad no discutido. Es decir, al no estar controvertido ni resultar dudosos los rubros contenidos en el acuerdo conforme a las condiciones allí reconocidas, no podía mediar renuncia total ni parcial a su respecto.-----



Sin perjuicio de ello, es de señalarse además que, la demandada en su escrito de f. 264, al contestar el recurso de casación, refirió que las diferencias entre lo devengado y lo abonado en virtud del acuerdo fueron “ínfimas”, tomando para dicha afirmación, como parámetro, la planilla del actor de f. 21. Sin embargo, el tribunal A quo, consignó expresamente a f. 238 que el salario en base al cual debió formularse la liquidación, es el que correspondía al mes de febrero de 2010, conforme escala vigente a esa fecha, monto que pertenece al salario básico sin antigüedad, y a partir de allí, arribó a la conclusión de que el convenio se había celebrado por una suma menor a la debida. Esta última conclusión, no ha sido rebatida por el demandado.---------------------------------------------



La expresa conclusión a la que arriba el tribunal de apelación para confirmar lo decidido por el juez de la causa, aparece a todas luces alejado de los principios y reglas rectoras antes señaladas, tal como lo denunció el recurrente. En efecto, a f 238, el Tribunal a-quo sostuvo “…Por lo expuesto precedentemente, y teniendo en cuenta que la relación laboral comenzó en fecha agosto de 2009, concluyó en marzo de 2010 (ocho meses de duración) y que el salario de maestranza al mes de febrero de 2019(conforme convenio colectivo N 462/06 UTEDYC) era de Pesos Dos mil ciento treinta y nueve ($2.139,00) considero que la suma abonada en el acuerdo de f. 67, esto es la suma de Pesos Cuatro mil ($4.000,00), si bien no es el total de lo que correspondía de acuerdo a los rubros allí consignados, tampoco se puede considerar que la misma no revista el carácter de justa composición de derechos e intereses de las partes…”. -------------------------------



En el fallo de primera instancia, ratificado parcialmente por el tribunal A-quo, la jueza de grado, citó el precedente de este Superior Tribunal, “Salto”,  sin embargo, resolvió en forma contraria a la doctrina que del mismo surge y que fuera expuesta en los párrafos que anteceden, en orden a la facultad de revisión de los acuerdos y la validez de éstos, bajo los parámetros legales y de principios del derecho laboral, como el de la irrenunciabiidad (art. 12 LCT) o de la norma que le otorga al pago insuficiente solo el valor de pago a cuenta (art. 260 LCT), entre otros.------------------------------------



Estas cuestiones no fueron abordadas debidamente en segunda instancia, a pesar de haber sido planteadas.---



De lo hasta aquí expuesto, resulta evidente la insuficiencia del pago que se ha validado con el acuerdo cuya vigencia reafirma la sentencia venida en casación, sin que el tribunal haya expuesto mínimamente los motivos en que dicha conclusión se sustenta.----------------------

Vicios en la voluntad



Por otro lado, en la apelación -cuestión que reitera en esta instancia- el recurrente rebatió el argumento con el que la jueza de grado fundamentó su conclusión de no que se estaba frente a un supuesto en que la voluntad del trabajador al celebrar el acuerdo había estado viciada o restringida (f. 213 y ss), basada en que este último no había formulado en tal sentido reclamo alguno en sede administrativa (f. 195).  -----------------



El Tribunal a-quo desatendió el planteo que contra dichos argumentos formuló el apelante, quien, además, había denunciado que esa conclusión se encontraba reñida con lo dispuesto en el art. 58 de la LCT (f. 214 vta), precepto legal que también forma parte del fundamento normativo de la doctrina de “Salto”, y que no admite la presunción de renuncia a derechos, fundada en el solo silencio del trabajador. ----------------------------



A más de ello, el tribunal A-quo refirió a la ausencia de vicios en la voluntad, sin un previo análisis de las circunstancias específicas de la causa (entre otros, trabajo en “negro”, la ausencia de un abogado que lo representara, la situación de desempleo, las condiciones impuestas por la patronal), en el contexto de las particularidades que distinguen al trabajador del “ciudadano común”, en tanto su sola condición de tal, lo coloca en una situación de hiposuficiencia respecto del empleador, que no se podía -al menos- dejar de tener en cuenta, en el examen de la cuestión debatida.-------------



Pero además, y en atención a tal situación, para considerar carente de eficacia jurídica el consentimiento del trabajador, prestado tácitamente o expresamente en un acuerdo, no se necesita la presencia de los vicios de la voluntad a los que se refiere el derecho civil, disciplina que regula las relaciones entre iguales, porque el principio de irrenunciabilidad recepcionado por el art. 12, LCT, consciente de la incidencia de la dependencia laboral sobre los trabajadores, priva de efectos a toda convención que importe una disponibilidad en perjuicio del dependiente o la renuncia a lo que acuerdan normas imperativas, tal lo que acontece en el caso. -------------



En suma, los montos por los que fue celebrado y homologado el acuerdo, conforme se desprende de autos y de las constancias mismas del fallo venido en casación, sólo pueden ser admitidos como pago a cuenta, puesto que de lo contrario, se estaría incurriendo en clara violación del principio de irrenunciabilidad (art. 12 LCT) y de lo preceptuado en el art. 260 de la LCT. --------------------



La irrenunciabildad comprende la prohibición de abdicar derechos no litigiosos, que en el caso, se habían incorporado al patrimonio del actor como consecuencia del reconocimiento del demandado de la existencia del vínculo laboral y del despido, conforme los términos de la cláusula primera del convenio, como  de la contestación de demanda, lo cual, coloca a la suma por la que se homologara este último, en clara violación a los mínimos salariales e indemnizatorios que conforme la respectiva escala del convenio aplicable (devengados), correspondía percibir  al trabajador. ---------------------------------



“Un derecho del trabajo cuyos alcances pudiesen ser abdicados o perdidos merced al juego de la voluntad de las partes, no sería un auténtico derecho del trabajo o al menos no sería un derecho protectorio. Esto es así porque si, según postulamos, el derecho del trabajo tiene su razón de ser en la inferioridad negocial. ----------------



Es así que, en el marco de la doctrina que este Alto Cuerpo viene sosteniendo respecto a que la validez e intangibilidad de los acuerdos celebrados homologados en sede administrativa se encuentran condicionados a su adecuación a principios de orden superior que comprenden el orden público laboral, como ser la irrenunciabilidad de derechos -arts. 12 y 58 LCT- y el pago insuficiente -art. 260 LCT-, se impone en este punto, hacer lugar al recurso de casación y en su mérito, revocar la sentencia del A-quo que al confirmar la de primera instancia, concluyó que el acuerdo había representado una justa compensación de intereses para las partes, y en razón de ello, había rechazado las diferencias reclamadas sobre los rubros vacaciones proporcionales 2010, aguinaldo 1º sem/2010 proporcional, falta de preaviso, e indemnización por antigüedad, las que -por los argumentos aquí desarrollados- deben proceder.----------------------------



A efecto de su cuantificación, y de acuerdo a lo establecido en el art. 260 de la LCT, el pago de los rubros objeto del acuerdo, deberán ser tenidos como pago a cuenta, tomando como parámetro el salario devengado (conforme escala salarial a la fecha de extinción del vínculo) consignado en el fallo venido en casación, cuyo cálculo se llevará a cabo en la etapa procesal oportuna.--

Indemnización art. 2 Ley 25323.



En esta instancia cabe atender al agravio sobre el agravante indemnizatorio previsto por el art. 2 de la Ley 25323, el que establece como presupuesto de procedencia, además del no pago de las indemnizaciones previstas en los arts. 232, 233 y 245 de la LCT en tiempo oportuno, la intimación fehaciente a tales efectos. El Tribunal de Alzada, resolvió su rechazo en razón de haber establecido que las indemnizaciones referidas en la norma, fueron canceladas atendiendo al acuerdo celebrado en sede administrativa. Sin perjuicio que esta premisa debe ser desestimada conforme lo expuesto precedentemente,este Alto cuerpo en ejerccio de facultades que se desprende del art. 193, 2º párrafo,COL considera que el rechazo del rubro bajo análisis debe ser confirmado por cuanto se estuvo ante pagos que pudieron incidir en la convicción del deudor que nada debía. En efecto, conforme a constancias de autos, resulta que en el trámite administrativo en el que se llevó a cabo la homologación del acuerdo cuestionado y donde medió pago insuficiente de los rubros bajo examen (f. 66/87), obra una liquidación final practicada por el organismo (f. 68), que resulta equívoca sobre el monto cancelatorio, la que explicaría un motivo razonable de la conducta errada del empleador al negarse al pago de diferencias de las indemnizaciones. Ante esta circunstancia comprobada, estimo debe eximirse al pago del agravante por concurrir el supuesto comprendido en la última parte del art. 2 ley 25323 que dispone que “Si hubieran existido causas que justificaren la conducta del empleador, los jueces, mediante resolución fundada, podrán reducir prudencialmente el incremento indemnizatorio dispuesto por el presente artículo hasta la eximición de su pago”. En consecuencia, por esta razón, confirmar su rechazo.--------------------------------------------------



IX) Reparación enfermedad profesional. Presupuesto de la Responsabilidad: Nexo causal.-----------



El casacionista reprocha el rechazo del reclamo de indemnización por enfermedad profesional, pretensión esgrimida en el marco de las normas del derecho civil. Concretamente las objeciones contra lo así resuelto recaen en la determinación del Tribunal sobre la falta de uno de los presupuestos de responsabilidad: el nexo causal. Afirma, que, por el contrario, este se demuestra en el caso a través de institutos que no fueron aplicados.------



En este orden, la tesis recursiva postula, que la falta de cumplimiento de los deberes legales impuestos en materia de seguridad e higiene al empleador resulta generador de responsabilidad por el daño cuya reparación pretende. Incumplimientos que sostiene, se verifican en la causa. Agrega además que la aplicación de reglas carga dinámica de la prueba, la teoría de la indiferencia de la concausa, y el incumplimiento del examen preocupacional determinan la existencia de causalidad. ------------------ 



De la lectura de los agravios expuestos por el recurrente, se advierte que en principio llevarían a la revisión de una cuestión fáctica como es el hecho generador del daño, vinculado con la apreciación del Tribunal de la causa sobre los hechos y las pruebas, actividad valorativa propia y excluyente de los jueces de mérito, ajena a la vía casatoria (STJ “Coronel Luis Alberto c/ Ingecon S.R.L. y otro s/ Daños y Perjuicios por Accidente de Trabajo Casación Laboral”, del Expte. Nº 18.668 Año 2016, Sent. 17/04/2018). Sin embargo, la excepción de este límite dado por la arbitrariedad, es denunciado por el recurrente, señalando circunstancias de hecho y de derecho como dirimentes que han sido invocadadas en las distintas instancias, y que fueron omitidas de consideración por el Tribunal. Al respecto, se estima asiste razón al recurrente en cuanto a que la Cámara no trató debidamente, ni dió respuesta el agravio articulado en tal sentido. Bajo esta perspectiva el planteo pueden ser materia de revisión en instancia extraordinaria y, por lo tanto,  objeto de tratamiento.---



El análisis de la cuestión impone tener presente que el actor ha planteado como objeto de su acción la reparación de una enfermedad profesional, contingencia que se configura cuando el trabajador padece una afección que tiene causa con las tareas y/o las condiciones medioambientales del trabajo. Para ello ha optado por la vía civil al ejercer su pretensión conforme surge de los términos de la demandada.  Esta opción, inevitablemente conlleva analizar la responsabilidad que le cabe a las partes en el evento dañoso dentro de la órbita del derecho civil, siendo de aplicación las normas que rigen la materia (CSJN, “Silva, Facundo Jesús c. Unilever de Argentina S.A.” • 18/12/2007, Fallos Corte: 330:5435, en igual sentido, STJ de Santiago del Estero, “Ledesma de Ledesma Josefina Leonor c/ Hotel Casino Center y/u otros s/ Indemnización por Accidente de Trabajo, etc.  Casación Laboral”. Expte. Nº 17.343, Año 2010, Resol. Serie “B” N° 359; 25/11/2012). De modo que, en el caso, la determinación de la responsabilidad bajo tal régimen, estaba supeditada a que el trabajador demuestre la existencia de un daño que guarde una relación de causalidad adecuada con alguno de los factores de atribución de responsabilidad, ya sea de índole subjetiva u objetiva conforme a la norma civil. --------------------



En este caso, el actor denunció en la demanda que las labores desplegadas para la demandada le causaron una dolencia que le provocó una incapacidad y a la vez ha invocado el deber de responder del empleador a tenor de las previsiones del art. 1072 del C.C., argumentando responsabilidad subjetiva por dolo, en razón del incumplimiento deliberado del deber de seguridad previsto en el art. 75 de la LCT, de las obligaciones contempladas en el art, 4 de la LRT, y de las normas de seguridad e higiene. El Juez de origen resolvió, atendiendo a las tareas, que no se presentaban ni riesgosas, ni con  entidad para provocar la dolencia laboral denunciada. El Tribunal de Alzada confirmó esta determinación, estimando correcta el análisis de la prueba al respecto. -----------



En este marco, resulta que la distinción entre la posición de los jueces de instancia anterior y, la del recurrente reside en el factor que determina el presupuesto de responsabilidad. Los primeros se atienen a las circunstancias de las tareas, en tanto que el recurrente se remite a los incumplimientos del empleador en materia de seguridad. Esto es, se eximió de responsabilidad al empleador en el marco de la responsabilidad objetiva (art. 113 CC), pero la actora esgrimió responsabilidad subjetiva de aquel (art. 1072 CC). No obstante, en uno u otro caso el nexo de causalidad debe resultar demostrado. --------------------------------



Y en este aspecto cabe notar que, no obstante, el casacionista esgrime “omisión grave en la apreciación de la prueba”, su examen de los elementos probatorios producidos en la causa -testimonial y pericial médica-, concuerda al respecto con la de los juzgadores, en cuanto señala que la primera no resultaba relevante para dilucidar el caso, y respecto a la pericial observa que nada dice sobre el nexo causal con las tareas más allá de indicar que la dolencia era de origen degenerativo y  fijar el grado de incapacidad.----------------------------



Por otra parte, el Tribunal, al igual que la jueza de grado, ha establecido que las tareas por si solas no se presentan eficientes para producir el daño. Y en la fijación de este hecho no se advierte arbitrariedad, desde que en el marco que analizaron la responsabilidad, se observa que en su razonamiento se atuvieron a las labores en los términos en que fue detalladas por el actor –lo que se estimó genérico- (tareas de limpieza de predio en situaciones de carga de elementos pesados). Se expuso el examen de las constancias probatorias producidas y se indicó que la prueba nada aporta al respecto. Se  justificó el  análisis bajo pautas normativas (repetición, peso de la carga etc., Dec. 49/2014) datos estimados relevantes a efectos de considerar su eficiencia para producir el daño (hernia de disco lumbar intervertebral), los que ha señalado, no encontró referidos en la demanda, ni  surgían de la prueba.  Por lo tanto, el análisis de las labores, no se verifica arbitrario, desde que expuso la valoración de las pruebas aportadas con razonabilidad y dio motivos suficientes de sus conclusiones. Por lo tanto, no cabe apartarse de lo así establecido, en cuanto las labores por sí mismas no resultaban riesgos ni adecuadas para generar el daño. ------------------------------------



Ahora bien, el recurrente sostiene la responsabilidad civil subjetiva, y con ello agrega un extremo fáctico más como elemento causal. En este orden las objeciones planteadas sobre la causalidad, se encauzan a examinar el hecho generador del daño cuya reparación se pretende, no circunscripto ya a las tareas, sino a incumplimientos de obligaciones legales atinentes a seguridad e higiene.--------------------------------------



Sin embargo, no alega, más que de modo genérico los incumplimientos legales y sin referencias concretas de la causa y ni a elementos de prueba que permitan determinar la existencia de un nexo causal entre el incumplimiento atribuido al empleador y el daño. Así la mención de normativa tan amplia de contenido,  resulta una alusión ambigua y genérica, en cuanto comprendería una diversidad de potenciales situaciones. Por otra parte, como señaló, la prueba nada aporta.-----------------------



Resulta relevante señalar que esta Sala ha señalado que “Dicho extremo resulta necesario para responsabilizar a la codemandada, aun cuando ésta no hubiere probado haber cumplido con las obligaciones y  deberes a su cargo, por cuanto, debe demostrarse que entre el acto de incumplimiento o deficiente cumplimiento (ilícito) y el daño existe nexo causal adecuado… En este sentido, debe analizarse en forma restrictiva si están cumplidos los requisitos propios de imputación de responsabilidad subjetiva: daño, ilicitud y relación de causalidad entre el perjuicio y la conducta antijurídica del agente dañoso.” (fallo cit.).-------------------------



Así, la Corte Suprema de Justicia de la Nación en "Rivero, Mónica E. por sí y en representación de sus hijos menores c/ Techo Técnica S.R.L." señaló que "el deficiente ejercicio del deber de control en materia de higiene y seguridad  más allá de su naturaleza jurídica cuya determinación es ajena a la competencia extraordinaria de la Corte Suprema  no puede generar responsabilidad con independencia del nexo causal adecuado, ya que éste es requisito indispensable para la procedencia de la acción resarcitoria" (Fallos: 325:3265).------------------------------------------------



Bajo este mismo lineamiento, ha señalado que no basta limitarse a mencionar, en forma genérica, una omisión a un deber de empleador, sino la necesidad de identificar claramente los incumplimientos legales que habrían constituido una de las causas o condiciones para que ocurriera el siniestro, y exponer las razones del posible nexo de causalidad con el daño. (CSJN, “Palacin, Fernando Sergio el Bruno, Darío Rugo y otro si accidente-ley especial”, Sent. 13/11/2018, Fallos 341:1611).--------



En este marco, los institutos a que alude el recurrente, tampoco se presentan dirimentes para demostrar la causalidad.--------------------------------------------

En primer orden, el recurrente denuncia como tal la teoría de la carga dinámica de la prueba y su referencia al art. 132 CPL. Esta última pone la carga de la prueba en el empleador cuando se reclame el cumplimiento de obligaciones impuestas por la ley. Consecuentemente, se presume la inobservancia, ante la falta de demostración en contrario. En el caso no se soslaya, no solo que no media prueba en tal sentido, sino que además, se trató de una relación laboral no registrada, por lo que los incumplimientos surgen verificados. Pero ello no se identifica ni demuestra otro hecho necesario como es el nexo causal. Y en este sentido se ha señalado, el incumplimiento del deber de prevenir y controlar que pesa sobre el empleador en este caso, no autorizan por sí solos a establecer una regla general y abstracta que los erija automática e inexorablemente en condición apta para producir el resultado dañoso con prescindencia del curso normal de los acontecimientos. (“Coronel Luis Alberto c/ Ingecon S.R.L.” cit.).----------



También se esgrime la teoría de la indiferencia de la concausa, para establecer el presupuesto fáctico controvertido. Cabe recordar que esta teoría contempla aquellos casos en que se vinculan factores propios del trabajador y propios de los servicios brindados, que se confabulan para lograr un resultado pernicioso para la salud e integridad física del trabajador. La teoría referida postula que en todos los casos los responsables deben responder por la totalidad del daño acreditado. Ahora bien, para que la tesis pueda operar siempre se requerirá de la prueba a través de la cual se pueda establecer al trabajo como un factor excluyente o concomitante, y que resulte desencadenante o  acelere una dolencia preexistente en el trabajador.  Extremo que fue desestimado por el Tribunal en razón de las tareas denunciadas y no fue objeto de demostración en relación a los incumplimientos comprobados. -------------------------



Por otra parte, el recurrente acude como al incumplimiento de los exámenes preocupacionales como factor determinante de la imputación de responsabilidad y demostrativo de la causalidad. Sin embargo, habiéndose fijado que no se ha demostrado que el factor laboral incidió causal o concausalmente en el origen y/o evolución de la enfermedad que padece el accionante, la ausencia del examen preocupacional no suple la omisión de acreditar suficientemente la vinculación causal o concausal entre el factor laboral y la enfermedad que padece el actor.------- 



En consecuencia, si bien la demandada no acreditó haber cumplido con las obligaciones de prevención a su cargo, el recurrente, en su embate a la conclusión a la que arribó el Tribunal de segunda instancia sobre la falta de prueba de existencia de nexo causal, debió   demostrar el nexo de causalidad adecuado entre el evento dañoso y el virtual incumplimiento de las obligaciones legales a su cargo (artículo 901/906 del Código Civil vigente durante la relación laboral). Ello por cuanto, no todo o no cualquier incumplimiento (omisión) conlleva de modo forzoso la responsabilidad de la empleadora por el daño cuya reparación se pretende.-------------------------

En razón de lo expuesto, no se advierte de modo palmario y con arreglo a las constancias de la sentencia recurrida dentro del contexto en que se desarrolla la motivación del pronunciamiento y de lo examinado en la presente elementos para modificar el resultado del pleito, en la cuestión bajo examen. ------------------------------

Por lo expuesto y oído que fuere el Sr. Fiscal General, Voto por: I) Hacer lugar parcialmente al Recurso de Casación interpuesto por la actora a ff. 243/252 vta. En consecuencia II) Revocar parcialmente la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Segunda Nominación, de fecha 06 abril de dos mil diecisiete, obrante a ff. 231/242. En su mérito III) Hacer lugar en consecuencia, a las diferencias, vacaciones proporcionales 2010, aguinaldo 1º sem/2010 proporcional, falta de preaviso, e indemnización por antigüedad en favor del Sr. Manuel Oscar Diaz. IV) Confirmar la resolución referida en lo restante que fuera motivo de agravios. V) Costas -en todas las instancias- a la demandada en proporción a la procedencia de indemnización venida en casación. Eximir de costas a la actora, conforme lo previsto por el Art. 62, 2º Párrafo de la Ley 7.049.------



A estas mismas cuestiones, el Dr. Gustavo Adolfo Herrera dijo: Que comparte los argumentos esgrimidos por el Vocal preopinante, Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray, emitiendo su voto en idéntico sentido. 



A las mismas cuestiones, el Dr. Carlos P.M.A. Lugones Aignasse, dijo: Que se adhiere en un todo a lo sustentado por el Dr. Eduardo Federico Lopez Alzogaray votando en igual forma. Con lo que se dió por terminado el Acto, firmando los Sres. Vocales, por ante mí, que doy fe. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Gustavo Adolfo Herrera – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
Santiago del Estero, veintiseis de septiembre año dos mil diecinueve.



En mérito al resultado de la votación que antecede, la Sala Criminal, Laboral y Minas del Excmo. Superior Tribunal de Justicia, Resuelve: I) Hacer lugar parcialmente al Recurso de Casación interpuesto por la actora a ff. 243/252 vta. En consecuencia II) Revocar parcialmente la sentencia de la Excma. Cámara de Apelaciones de Trabajo y Minas de Segunda Nominación, de fecha 06 abril de dos mil diecisiete, obrante a ff. 231/242. En su mérito III) Hacer lugar en consecuencia, a las diferencias, vacaciones proporcionales 2010, aguinaldo 1º sem/2010 proporcional, falta de preaviso, e indemnización por antigüedad en favor del Sr. Manuel Oscar Diaz. IV) Confirmar la resolución referida en lo restante que fuera motivo de agravios. V) Costas -en todas las instancias- a la demandada en proporción a la procedencia de indemnización venida en casación. Eximir de costas a la actora, conforme lo previsto por el Art. 62, 2º Párrafo de la Ley 7.049. Protocolícese, expídase copia para agregar a autos, hágase saber y oportunamente archívese. Fdo: Eduardo Federico Lopez Alzogaray – Gustavo Adolfo Herrera – Carlos P.M.A. Lugones Aignasse - Ante mí: Dr. Mario José Medina - Secretario Judicial Autorizante - Es copia fiel del original, doy fe.- 
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